RADICACIÓN: 66001-22-04-000-2019-00149-00

ACCIONANTE: ADRIANA MARÍA VILLADA SOTO  

ACCIONADO: FISCALÍA 23 SECCIONAL DE APÍA   

DECISIÓN: CONCEDE –ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA-


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / ALCANCE E IMPORTANCIA / SE REFLEJAN EN UNA RESPUESTA PRONTA Y DE FONDO / ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA.
… la Máxima Guardiana Constitucional ha señalado:

“… el derecho a acceder a la justicia tiene una significación múltiple y compleja. De manera reiterada, ha sostenido esta Corte, que el derecho a acceder a la justicia es un pilar fundamental del Estado Social de Derecho y un derecho fundamental de aplicación inmediata, que forma parte del núcleo esencial del debido proceso”. (…)
El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  

De igual forma, la jurisprudencia constitucional ha desarrollado el alcance e importancia del derecho de petición, el cual radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que esta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante…
De conformidad con la información obrante en el expediente, se pudo establecer que la señora Adriana María Villada Soto radicó un derecho de petición ante las instalaciones de la Fiscalía 23 Seccional de Apía, el cual fue recibido por esta entidad el día 12 de agosto de 2019, tal como consta en el folio 19 del expediente, mediante el cual pedía la entrega provisional de su vehículo, así como el acta de incautación del mismo. Sin embargo, a la fecha de interposición de la presente acción de tutela  no había recibido respuesta alguna a su petición. 

Para la Sala, teniendo en cuenta que la posibilidad de obtener una resolución oportuna frente los asuntos puestos en consideración de las autoridades, como ya se dijo, hace parte del núcleo esencial del derecho fundamental al acceso a la administración de justicia, y de contera, al debido proceso, se infiere que en el presente asunto se estaría ante una vulneración de dichas prerrogativas constitucionales, sumado a un desconocimiento del derecho fundamental de petición…
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Magistrado Ponente
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA

Pereira, treinta y uno (31) de octubre de dos mil diecinueve (2019)  

Hora: 3:50 p.m. 
Aprobado por Acta No. 999 
	Radicación: 
	66001-22-04-000-2019-00149-00

	Accionante: 
	Adriana María Villada Soto  

	Accionado: 
	Fiscalía 23 Seccional de Apía   

	Decisión: 
	Concede -acceso a la administración de justicia- 



ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión a la acción de tutela instaurada por parte de la señora ADRIANA MARÍA VILLADA SOTO, en contra de la FISCALÍA 23 SECCIONAL DE APÍA, y otros, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales de petición y debido proceso. 
ANTECEDENTES:
Se tienen como relevantes los siguientes: 

· Manifestó la accionante que es propietaria de un vehículo que en meses pasados fue incautado por parte de uniformados de la SIJIN – APÍA, y posteriormente puesto a disposición de la FISCALÍA 23 SECCIONAL de ese municipio, por haber encontrado en el motor de dicho rodante una posible falsificación marcaria. 
· Alegó la accionante que adquirió de manera legal un bloque para motor DIESEL, toda vez que el mismo se había dañado, de manera que cuenta con todos los soportes que permiten establecer su buena procedencia. 

· Por otro lado, expuso que no se respetó su debido proceso en el momento de inmovilización del vehículo, dado que ni siquiera se le entregó la respectiva acta de incautación.    
· Así mismo, dijo la accionante que su vehículo se encuentra al sol y al agua, sin que se le haya permitido trasladarlo a un lugar donde esté protegido aunque deba asumir los gastos de parqueadero. 
· También contó que la Fiscalía le exige asentar el motor en la tarjeta de propiedad del vehículo para proceder con su entrega definitiva, pero para ello la Secretaría de Movilidad a su vez exige que traslade el vehículo hacia un diagnosticentro pues la revisión técnico-mecánica está vencida, adquirir el SOAT, entre otros. Sostuvo la accionante que la Fiscalía le permitió efectuar el traslado del vehículo para dicha gestión, pero la SIJIN por su parte se ha negado rotundamente a dejarla mover el vehículo.   

· Por último, mencionó la accionante que ha presentado derecho de petición ante la SIJIN y la FISCALÍA, además ha reclamado la entrega provisional de su vehículo, pero no ha obtenido respuesta. 

PRETENSIONES:

De acuerdo a los hechos narrados, solicitó la accionante que se conceda la solicitud de amparo reclamada, ordenando a la FISCALÍA 23 SECCIONAL DE APÍA que a más tardar, dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo, resuelva de fondo la solicitud de entrega del vehículo.  
TRÁMITE PROCESAL:
El conocimiento del asunto se avocó mediante auto del 17 de octubre de 2019, en el cual se ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la FISCALÍA 23 SECCIONAL DE APÍA y la SIJIN APÍA, para que en el término de 1 día ejercieran sus derechos de defensa y contradicción. 
Más adelante se vinculó oficiosamente a la DIAN, la SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y MOVILIDAD DE LA VIRGINIA, RISARALDA, el INVESTIGADOR DE LA SIJIN – APÍA NÉSTOR CÓRDOBA y la DIRECCIÓN SECCIONAL DE FISCALÍAS DE RISARALDA. 
RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS:
LA POLICÍA NACIONAL – SIJIN: argumentó que no ha vulnerado los derechos de la accionante, que el procedimiento cuestionado se adelantó conforme a las normas aplicables, y que no es cierto que no exista acta de incautación, o que no se le haya informado a la accionante el motivo de inmovilización del vehículo, pues obran documentos firmados por ella misma que dan cuenta de todo lo contrario, que el acta sí se suscribió y que incluso se le realizó al vehículo un inventario que ella firmó. 
Aseguró que no ha recibido instrucciones por parte de la Fiscalía que autoricen el traslado del rodante, como extrañamente lo expuso la accionante. 

Finalmente dijo que en las instalaciones de la policía no se ha radicado ningún derecho de petición por parte de la accionante. 

LA FISCALÍA 23 SECCIONAL DE APÍA: explicó que el día 2 de abril del año que avanza dio inicio a una investigación penal en contra de la hoy accionante por el delito de falsedad marcaria, toda vez que la SIJIN mediante planes de verificación halló su vehículo con número de motor regrabado. 
Aseguró que la accionante no se ha acercado a ese Despacho, pues quien acude allí es siempre un tercero a quien ella, pese a no ser él un abogado, le confirió un poder, pero, de cualquier modo, expuso que a dicha persona se le ha entregado la información de cuál es el trámite a seguir para legalizar el motor del vehículo que fue instalado sin los permisos de las autoridades competentes.
Concluyó que es imprescindible la gestión de la accionante ante los organismos de tránsito para poder proceder con la entrega del vehículo.  

EL PATRULLERO INVESTIGADOR CRIMINAL NÉLSON JAVIER CÓRDOBA CAMUEZ: en lo que interesa a los hechos demandados por la accionante, dijo que ese servidor no ha recibido ninguna orden suscrita por la Fiscalía 23 Seccional de Apía para trasladar la camioneta, como extrañamente dijo la accionante. 
LA DIAN: allegó correo electrónico suscrito por el Jefe del Grupo Interno de Trabajo de Investigaciones Aduaneras y Control Cambiario, quien a su vez entregó copia tomada del sistema SIGLO XXI de la DIAN, de la Declaración de importación con "formulario 872016000007528-1 que ampara el “//PRODUCTO:MOTOR DE EMBOLO PISTON MARCA : NISSAN. REF.78 MOD: TD 27. SERIAL TD-969379", declaración de importación presentada en la DIAN de Barranquilla y corresponde a la mercancía referida en los antecedentes de la acción de tutela; así como la factura de venta No. 1549 expedida a favor de la señora ADRIANA MARIA VILLADA SOTO, en la que consta la venta de la mercancía amparada con la declaración de importación mencionada, la cual se encuentra debidamente facturada, conforme con la Resolución de autorización expedida por la DIAN.
INTERVENCIONES ADICIONALES:

El día 31 de octubre de 2019, el señor Mario Agudelo López se acercó a la Secretaría de la Corporación a entregar un poder para representar en esta acción los intereses de la señora Adriana María Villada Soto. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017.
2. Problema jurídico:  

Se debe establecer en esta oportunidad si los derechos fundamentales reclamados por la señora ADRIANA MARÍA VILLADA SOTO han sido quebrantados por parte de alguna de las accionadas, al no dar una solución efectiva a sus peticiones de entrega del vehículo que le fuera incautado en meses pasados.
3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la protección de los derechos fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación. De acuerdo con ello, la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de las prerrogativas constitucionales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo.  

Sobre el derecho al acceso a la administración de justicia: 

El artículo 229 de la Constitución Política establece el derecho que tienen todas las personas colombianas de acceder en condiciones de igualdad a la administración de justicia (órganos de investigación, jueces y tribunales), bien sea para reclamar la protección y restablecimiento de sus derechos o para buscar la integridad del orden jurídico nacional. 
Ahora bien, la activación de ese aparato judicial implica que los trámites y actuaciones se lleven con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y según las normas de derecho aplicables al caso en concreto, por ello, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en sede de Tutela, ha dicho al respecto: 
“Administrar justicia es entonces, una actividad reglada y garantizadora que se desarrolla por etapas entrelazadas o unidas por un objetivo común, el de obtener la aplicación del derecho positivo a un caso concreto sometido a la actividad jurisdiccional del Estado.”
 
Por otra parte, la Máxima Guardiana Constitucional ha señalado:

“Ahora bien, conforme a la jurisprudencia de esta Corporación, el derecho a acceder a la justicia tiene una significación múltiple y compleja. De manera reiterada, ha sostenido esta Corte, que el derecho a acceder a la justicia es un pilar fundamental del Estado Social de Derecho y un derecho fundamental de aplicación inmediata, que forma parte del núcleo esencial del debido proceso.

 

En cuanto a lo primero, el derecho a acceder a la justicia contribuye de manera decidida a la realización material de los fines esenciales e inmediatos del Estado tales como los de garantizar un orden político, económico y social justo, promover la convivencia pacífica, velar por el respeto a la legalidad y a la dignidad humana y asegurar la protección de los asociados en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades públicas.

 

En cuanto a lo segundo, atendiendo a su importancia política, la jurisprudencia constitucional le ha reconocido al acceso a la administración de justicia el carácter de derecho fundamental de aplicación inmediata, integrándolo a su vez con el núcleo esencial del derecho al debido proceso, y relacionándolo con otros valores constitucionales como la dignidad, la igualdad y la libertad. Por virtud de tal vinculación, el acceso a la administración de justicia adquiere un amplio y complejo marco jurídico de aplicación que compromete los siguientes ámbitos:  (i) el derecho a que subsistan en el orden jurídico una gama amplia y suficiente de mecanismos judiciales -acciones y recursos- para la efectiva resolución de los conflictos; (ii) el derecho de acción o de promoción de la actividad jurisdiccional, el cual se concreta en la posibilidad que tiene todo sujeto de ser parte en un proceso y de utilizar los instrumentos que allí se proporcionan para plantear sus pretensiones al Estado, sea en defensa del orden jurídico o de sus intereses particulares; (iii) el derecho a que la promoción de la actividad jurisdiccional concluya con una decisión de fondo en torno a las pretensiones que han sido planteadas, y que ella se produzca dentro de un plazo razonable; (iv) el derecho a que existan procedimientos adecuados, idóneos y efectivos para la definición de las pretensiones y excepciones debatidas; (iv) el derecho a que los procesos se desarrollen en un término razonable, sin dilaciones injustificadas y con observancia de las garantías propias del debido proceso. (…)”

Sobre el derecho fundamental de petición:
El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  

De igual forma, la jurisprudencia constitucional ha desarrollado el alcance e importancia del derecho de petición, el cual radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que esta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

(…)

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. (…)
 
”

Caso concreto: 

De conformidad con la información obrante en el expediente, se pudo establecer que la señora ADRIANA MARÍA VILLADA SOTO radicó un derecho de petición ante las instalaciones de la FISCALÍA 23 SECCIONAL DE APÍA, el cual fue recibido por esta entidad el día 12 de agosto de 2019, tal como consta en el folio 19 del expediente, mediante el cual pedía la entrega provisional de su vehículo, así como el acta de incautación del mismo. Sin embargo, a la fecha de interposición de la presente acción de tutela
 no había recibido respuesta alguna a su petición. 

Para la Sala, teniendo en cuenta que la posibilidad de obtener una resolución oportuna frente los asuntos puestos en consideración de las autoridades, como ya se dijo, hace parte del núcleo esencial del derecho fundamental al acceso a la administración de justicia, y de contera, al debido proceso, se infiere que en el presente asunto se estaría ante una vulneración de dichas prerrogativas constitucionales, sumado a un desconocimiento del derecho fundamental de petición en contra de la señora ADRIANA MARÍA VILLADA SOTO, porque lo que hasta ahora se conoce es que la Fiscalía no ha adoptado una decisión definitiva con respecto a la solicitud de entrega del vehículo, no le ha hecho entrega del acta de incautación del rodante, ni mucho menos le ha explicado la manera como puede materializar o hacer efectivos los trámites ante el organismo de tránsito, ello, teniendo en cuenta que para tal fin, la Secretaría de Tránsito y movilidad exige entre otros, una revisión técnico mecánica del bien, que obviamente no podría hacerse sin el traslado del mismo, cosa que debe ser resuelta por el Ente acusador por encontrarse el vehículo bajo su custodia.   

Ahora bien, con respecto a la SIJIN, la Sala no hará mayores elucubraciones, porque si bien la accionante indicó que había radicado un derecho de petición en esa entidad, lo cierto es que no existe constancia de su recibido allí, de manera que ninguna omisión se le puede endilgar a dicha entidad cuando no se ha logrado demostrar que tal cosa haya ocurrido. 

Acorde con lo anterior, se tutelará el derecho fundamental al acceso a la administración de justicia de la señora ADRIANA MARÍA VILLADA SOTO, de manera que se ordenará a la FISCALÍA 23 SECCIONAL DE APÍA que se pronuncie de fondo con respecto a la petición de entrega del vehículo solicitada por la accionante, o que por lo menos solucione de manera ágil las gestiones administrativas para que la accionante pueda realizar los trámites requeridos por la autoridad de tránsito para tal fin, para lo cual se le concederá el improrrogable término de 72 horas hábiles.  

Como anotación final, en lo que toca con el memorial presentado por parte del ciudadano Mario Agudelo López, tendiente a fungir como apoderado de la accionante en el presente asunto, según mandato que ella le otorgara, debe decir la Sala que no es posible acceder a dicha solicitud concediéndole personería jurídica para ese fin, puesto que el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 hace referencia a las personas que están habilitadas o facultadas para acudir a la solicitud de amparo, particularidad que ha sido denominada “legitimación en la causa por activa”. Tal normativa alude que: 

“La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.

También se puede agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa.  Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud.

También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.”

En ese sentido debe precisarse que, en aquellos eventos en que la persona a la cual presuntamente se le encuentran desconociendo sus derechos fundamentales se encuentra imposibilitada para acudir por sí misma para invocar su protección, puede hacerlo por intermedio de un tercero, para que actúe en su nombre bajo la presentación de una de las siguientes dos figuras: 1. La del agente oficioso, o 2. La del apoderado judicial. 

En este caso el ciudadano de marras no puede fungir como apoderado de la accionante porque no justificó la figura bajo la cual actuaría como tercero en representación de los derechos de la persona directamente afectada, pues mírese que no señaló expresamente que su proceder estuviera amparado en la figura de la agencia oficiosa, y en ese escenario de todos modos no podría serlo, pues es obvio que ella sí se encuentra capacitada para hacerlo, tanto es así que interpuso la presente acción en nombre propio, ahora bien, tampoco acreditó el peticionario que su intervención en el presente asunto fuera ostentando la calidad de apoderado judicial, pues no hay nada que acredite que él cumple con los requisitos referentes al derecho de postulación, al no haber cumplido ni siquiera con la carga de adjuntar título profesional en derecho que avalara tal calidad. 

Conforme a lo expuesto, resulta evidente que hay una falta de legitimación en la causa por activa del señor Mario Agudelo López, razón suficiente para no acceder a reconocerle personería jurídica en este asunto
Por lo expuesto hasta aquí, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales al debido proceso, acceso a la administración de justicia y petición de los cuales es titular la señora ADRIANA MARÍA VILLADA SOTO, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de la presente decisión. 

SEGUNDO: ORDENAR a la FISCALÍA VEINTITRÉS SECCIONAL DE APÍA, RISARALDA que se pronuncie de fondo con respecto a la petición de entrega del vehículo solicitada por la accionante, o que por lo menos solucione de manera ágil los trámites administrativos para que la accionante pueda realizar los trámites requeridos por la autoridad de tránsito para tal fin, para lo cual se le concederá el improrrogable término de 72 horas hábiles.  

TERCERO: NO RECONOCER PERONERÍA JURÍDICA al señor MARIO AGUDELO LÓPEZ en esta acción. 

CUARTO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
QUINTO: En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Radicado 44768 del 20 de noviembre de 2009.


� Sentencia T-219 de 2001.


� Sentencia T-219 de 2001.


� 17 de octubre de 2019.  
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